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ADMISIBILIDAD

JESÚS AMADO SARRIA AGREDO E HIJOS

COLOMBIA

20 de marzo de 2012

I. RESUMEN

1. El 23 de febrero de 2005, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por Myriam Stella Romero Galindo (en adelante “la peticionaria”).  En la misma, se alega la responsabilidad de la República de Colombia (en adelante “el Estado” o “el Estado colombiano”) por violaciones al debido proceso presuntamente cometidas por funcionarios judiciales en el proceso de extinción del derecho de dominio sobre bienes de Jesús Amado Sarria Agredo, su cónyuge: Elizabeth Montoya
, y sus hijos menores de edad: Stephanie Inés, Lizje Andre y Andrew Sarria Montoya (en adelante “las presuntas víctimas), lo que habría producido una privación ilegítima de su derecho de propiedad privada.

2. La peticionaria sostiene que el Estado es responsable por la violación de los derechos a las garantías judiciales, principio de legalidad e irretroactividad, propiedad privada, igualdad ante la ley y protección judicial consagrados en los artículos 8, 9, 21, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana” o “la Convención”) en relación con su artículo 1.1, en perjuicio de las presuntas víctimas.  Por su parte, el Estado alega la falta de caracterización de violaciones de derechos humanos, dado que los recursos ejercidos en el orden interno habrían sido debidamente decididos a través de fallos que respetaron los derechos y garantías consagradas en la Convención.  Así, el Estado mantiene que la CIDH no podría actuar como una cuarta instancia para revisar decisiones internas que habrían resultado desfavorables para las presuntas víctimas y que la petición es inadmisible. 

3. Sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento con los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los artículos 8, 9, 21 y 25 de la Convención Americana en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana. Asimismo, decidió declarar inadmisible la petición respecto de la presunta violación del artículo 24 del mismo instrumento, notificar esta decisión a las partes y ordenar su publicación en el Informe Anual para la Asamblea General de la OEA. 

II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 23 de febrero de 2005, la Comisión recibió la petición y la registró bajo el número 179-05
. Tras efectuar un análisis preliminar, la CIDH transmitió las partes pertinentes al Estado para sus observaciones el 10 de septiembre de 2009. El 10 de noviembre  y 18 de diciembre de 2009 el Estado solicitó prórrogas, la primera fue otorgada y la segunda fue rechazada en vista de que el plazo máximo que permite el artículo 30.3 del Reglamento de la CIDH había expirado.  

5. El 31 de diciembre de 2009 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada a la peticionaria para sus observaciones.  La peticionaria presentó su respuesta el 28 de enero de 2010, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones. El 19 de marzo de 2010 el Estado solicitó una prórroga para presentar su respuesta, la cual fue otorgada. El 23 de abril de 2010 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada a la peticionaria para su conocimiento. 

6. El 27 de agosto de 2010 la peticionaria presentó observaciones adicionales, que fueron trasladadas al Estado. El 18 de octubre de 2010 el Estado solicitó una prórroga para presentar sus observaciones adicionales, la cual fue otorgada. El 26 de noviembre de 2010 el Estado presentó sus observaciones, las cuales fueron trasladadas a la peticionaria para su conocimiento. 

III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A. Posición de la peticionaria
7. Como antecedente, la peticionaria hace referencia al proceso penal No. 26925, iniciado en contra de Jesús Amado Sarria Agredo, por los delitos de enriquecimiento ilícito e infracción de la ley 30 de 1986 (“Por la cual se adopta el Estatuto Nacional de Estupefacientes y se dictan otras disposiciones”).  Indica que, con ocasión de dicho proceso, la Fiscalía Regional ordenó el “embargo preventivo” de los bienes del señor Sarria Agredo el 21 de diciembre de 1995. 
8. El 11 de abril de 1997 la Fiscalía Delegada ante el Tribunal Nacional habría ordenado la incautación de 82 bienes incluyendo bienes del señor Sarria, de su cónyuge, hijos y empresas familiares. En esa ocasión, la Fiscalía habría ordenado también que se dispusiera el inicio de un proceso separado de extinción del derecho de dominio, bajo la aplicación de la Ley 333 de 1996 (en adelante “Ley 333/96) que regía las normas de extinción de dominio sobre bienes adquiridos en forma ilícita.  Éste habría sido asignado a la Fiscalía 11 Delegada de la Unidad Nacional para la Extinción del Derecho de Dominio y contra el Lavado de Activos (en adelante “la Fiscalía 11”). 
9. La peticionaria agrega que, mediante resolución de 13 de noviembre de 1998, la Fiscalía 11 ordenó el inicio de la acción de extinción de domino respecto de todos los bienes de la familia Sarria Montoya.  En el trámite de la misma se habrían presentado escritos de oposición a las pruebas trasladadas del proceso penal No. 26925, así como prueba tendiente a demostrar el origen y propiedad de los bienes.  No obstante, el 27 de enero de 2000 se habría decretado la procedencia de la acción sobre 70 de los bienes relacionados y la improcedencia respecto del resto.  
10. La peticionaria sostiene que las pruebas presentadas “fueron decretadas y practicadas, más no valoradas por la Fiscalía” y que la resolución de procedencia e improcedencia fue impugnada parcialmente a través de un recurso de apelación y consulta.  Sin embargo, el 21 de junio de 2000 la Fiscalía Delegada ante el Tribunal Superior del Distrito habría confirmado la decisión en todos sus términos.  Agrega que, una vez confirmada la resolución de procedencia, correspondió conocer el asunto al Juzgado Séptimo Penal del Circuito Especializado de Bogotá, mismo que conocía sobre el proceso penal No. 26925, por lo que ordenó la acumulación de la acción de extinción de dominio a la referida causa penal, mediante auto de 6 de marzo de 2001.  
11. La peticionaria indica que el 3 de septiembre de 2002 fue expedido el Decreto 1975, mediante el cual se suspendió la aplicación de la Ley 333/96 y se reguló la acción y el trámite de la extinción del dominio, modificando la competencia judicial para el conocimiento de este tipo de procesos. En consecuencia, el Juzgado Séptimo habría revocado la decisión de acumulación y ordenado remitir el expediente de la acción de extinción de dominio al Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de San Andrés Islas el 9 de septiembre de 2002. 
12. Sostiene que el 27 de diciembre de 2002 fue expedida la Ley 793, mediante la cual se derogó la Ley 333/96 y el Decreto 1975 de 2002, y se modificó nuevamente la competencia judicial para el trámite de la acción de extinción de dominio. Sin embargo, el Juzgado Único Penal Especializado de San Andrés Islas habría dictado sentencia el 7 de febrero de 2003 y habría declarado la improcedencia de la extinción del derecho de dominio sobre los bienes de las presuntas víctimas
. 
13. Alega que el Juzgado de San Andrés habría tenido en cuenta que el término para dictar sentencia se había iniciado bajo la vigencia del Decreto 1975 de 2002, razón por la cual mantuvo su competencia y dictó la decisión de 7 de febrero de 2003.  Esta decisión fue apelada y el 24 de abril de 2003, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial del Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, declaró su nulidad por falta de competencia del Juzgado, en virtud de lo establecido en la Ley 793
.
14. En consecuencia, el expediente habría sido remitido al Juzgado Séptimo Penal de Bogotá, el cual habría avocado al conocimiento de la acción y, el 15 de julio de 2003, dictó sentencia declarando la improcedencia de la extinción del dominio. Sin embargo, se presentó una apelación y, el 4 de diciembre de 2003, la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá habría revocado la decisión apelada y declarado la nulidad parcial de la resolución de 27 de enero de 2000 (supra párr. 9), en relación con la improcedencia de la acción de extinción de dominio respecto de ciertos bienes.  Asimismo, habría ordenado el inicio de investigaciones por la presunta comisión de conductas punibles y disciplinarias a “los servidores públicos que ha[bían] intervenido de una u otra forma en este asunto”. 
15. La peticionaria considera que esta decisión del Tribunal Superior de Bogotá violó el principio de cosa juzgada en tanto desconoció, por una parte, la sentencia absolutoria dictada en el proceso penal No. 26925 y, por la otra, revocó la resolución de improcedencia de enero de 2000 que ya habría adquirido firmeza.  Agrega que la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá no tenía competencia para revocar dicha resolución, puesto que el asunto no era objeto del recurso de apelación que estaba conociendo. 

16. Indica que la decisión del Tribunal Superior fue impugnada a través del recurso extraordinario de casación, el cual fue resuelto negativamente.  Posteriormente habrían sido presentadas dos acciones de tutela contra sentencia, las cuales habrían sido denegadas por improcedentes el 25 de marzo y 19 de mayo de 2004, respectivamente. Asimismo, las decisiones de la Corte Suprema de Justicia habrían sido excluidas para revisión por parte de la Corte Constitucional, mediante autos de 27 de agosto y 15 de octubre de 2004, respectivamente
. 
17. Considera que las decisiones que declararon improcedentes las acciones de tutela constituyen decisiones que lesionaron el derecho al debido proceso y a la propiedad privada de las presuntas víctimas.  Alega que las decisiones impugnadas sólo fueron revisadas en su “parte formal”, pero no en la “parte sustancial”, por lo que si bien se cumplió con la formalidad de motivación no considera que los fundamentos esgrimidos concuerden con la realidad procesal.  En este sentido, sostiene que si bien la acción de tutela era la vía disponible en el orden interno para plantear la existencia de una “vía de hecho”, no resultó un mecanismo efectivo para reestablecer la situación jurídica infringida. 

18. Agrega que las decisiones fueron arbitrarias y que en el proceso de extinción de dominio el Estado tenía la obligación de probar que los bienes provenían de actividades ilícitas, lo que no ocurrió.   Adicionalmente, indica que en el marco de los procesos iniciados a las autoridades que dictaron las primeras decisiones de no procedencia de la extinción del derecho de dominio (supra párr. 14), se habría determinado que no habían cometido irregularidad alguna. 
19. Finalmente, la peticionaria sostiene que con el reclamo planteado no se pretende solicitar la revisión de las sentencias dictadas por los órganos jurisdiccionales internos, sino que se están denunciando violaciones a derechos contenidos en la Convención por parte de funcionarios judiciales del Estado. Agrega que si bien se han agotado los recursos disponibles en el orden interno, éstos han resultado “infructuosos” para reestablecer los derechos de las presuntas víctimas que se alegan como violados.  Por lo tanto, considera que la petición cumple con los requisitos previstos en la Convención para que sea declarada admisible respecto de los artículos 8, 9, 21, 24 y 25 de la Convención.

B. Posición del Estado

20. El Estado presenta una secuencia pormenorizada de las actuaciones procesales sin que exista controversia entre las partes respecto de las etapas principales del proceso.  Por ello, la CIDH procede a resumir la posición del Estado colombiano sobre los alegatos que presenta en contradicción con la petición.  
21. El Estado sostiene que resulta infundado cualquier reclamo que pretenda cuestionar decisiones adoptadas a nivel interno que hayan cumplido con lo establecido en la Convención Americana, puesto que la CIDH no puede constituir una cuarta instancia para revertir decisiones desfavorables a las presuntas víctimas dictadas en la jurisdicción interna. En ese sentido, alega que la denuncia es inadmisible debido a la falta de caracterización de violaciones de derechos humanos, dado que las presuntas víctimas tuvieron a su disposición “los recursos adecuados y efectivos que procedían en este caso”, los cuales fueron efectivamente agotados y decididos, pero que en vista de haber resultado desfavorables, éstos pretenden acudir al Sistema Interamericano en calidad de “Tribunal de alzada”. 
22. Alega que no es función de la CIDH determinar si una decisión de derecho interno ha sido equivocada o injusta en sí misma, sino si la misma resulta arbitraria en los términos de la Convención. Sostiene que el hecho de que las decisiones de los tribunales nacionales no hayan resultado favorables a las pretensiones de las presuntas víctimas no significa que los recursos internos disponibles no hayan sido idóneos o adecuados para garantizar sus derechos. Al respecto, cita decisiones de la CIDH en las cuales ha determinado que la mera disconformidad de los peticionarios con las decisiones de las instancias internas, no basta para configurar violaciones a los derechos de la Convención. 
23. Considera que no ha sido probado que las decisiones adoptadas por las instancias internas hayan sido decisiones arbitrarias.  Al respecto sostiene que, conforme a la jurisprudencia interamericana, para que una decisión sea considerada como arbitraria debe presentar “vicios de tal gravedad que la descalificarían como acto jurisdiccional”, lo que no ocurre en este caso, puesto que, habiendo agotado todos los recursos disponibles, el caso fue estudiado por jueces competentes “de variado rango y miembros de diversas jurisdicciones”, frente a lo cual las presuntas víctimas obtuvieron “pronunciamientos expeditos y de fondo, en decisiones debidamente motivadas a la luz del derecho vigente”.
24. Al respecto, manifiesta que, en el trámite de la acción iniciada bajo la aplicación de la Ley 333/96, la Fiscalía 11 habría ordenado el inicio del proceso de extinción de dominio respecto de los bienes del señor Sarria y los de su cónyuge e hijos, por considerar que las pruebas trasladadas del proceso penal No. 26925 permitían establecer que todos los bienes relacionados eran propiedad del señor Sarria.  Agrega que los alegatos y pruebas aportadas por las presuntas víctimas fueron “decretadas, practicadas y valoradas” por la Fiscalía, y que el recurso de apelación y consulta contra las resoluciones de procedencia e improcedencia habría sido oportunamente tramitado y decidido. 
25. Indica que si bien el Juzgado Séptimo Penal del Circuito Especializado de Bogotá había ordenado la acumulación del proceso de extinción de dominio a la causa penal, con la emisión del Decreto 1975 -que modificó la competencia judicial para estas acciones- se ordenó la remisión del expediente al Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de San Andrés Islas.  Asimismo, señala que el Juzgado de San Andrés conoció de la decisión de absolución dictada en el proceso penal a favor del señor Sarria; sin embargo ésta no sería vinculante para el proceso de extinción de dominio (infra párr. 30). 
26. Señala que para el momento en que procedió a conocer del recurso de apelación contra la decisión de 7 de febrero de 2003 del Juzgado de San Andrés Islas, el Tribunal Superior habría tenido en cuenta que se había emitido la Ley 793 de 2002, que devolvió “la competencia para este proceso a los Juzgados de la ciudad de Bogotá”, por lo que declaró la nulidad del fallo aduciendo la falta de competencia del Juzgado.  

27. El Estado alega que, con posterioridad a la decisión de 4 de diciembre de 2003 de la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá, las presuntas víctimas interpusieron los recursos ordinarios y extraordinarios disponibles, a saber: recurso de casación, acciones de tutela contra sentencia por violaciones al debido proceso y las solicitudes de revisión por parte de la Corte Constitucional. Agrega que estas actuaciones habrían sido tramitadas y oportunamente decididas en forma negativa para las presuntas víctimas. 

28. Sostiene que, ante la diversidad de fallos sobre el caso, se demuestra que los órganos judiciales competentes coincidieron, de manera debidamente sustentada, que las pretensiones de las presuntas víctimas no eran procedentes, por lo que se dictaron decisiones contrarias a sus intereses. Concretamente, hace referencia a las decisiones que declararon improcedentes las acciones de tutela presentadas.  En ese sentido, indica que la vía de tutela era el recurso “idóneo y adecuado” que las presuntas víctimas debían agotar para subsanar la situación jurídica presuntamente infringida; no obstante, mediante las referidas decisiones, se determinó que no se había acreditado las violaciones alegadas. 
29. Así, por ejemplo, indica que la acción de tutela presentada por el señor Jesús Amado Sarria contra la decisión de la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá, fue declarada improcedente mediante decisión de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia de 25 de marzo de 2004, teniendo en cuenta lo siguiente: 

En el asunto sometido a examen de la Sala, mal puede predicarse que los defectos o vicios procesales que vienen de relacionarse se hallen presentes en la providencia acusada, pues partiendo de la vigencia de la ley 793 de 2002, normatividad que la Corte Constitucional declaró ajustada a la Carta Política mediante sentencia C-740 de 2003, el juez colegiado la aplicó al caso que el accionante pretende ahora nuevamente debatir en sede de tutela pretextando al efecto la violación de garantías fundamentales, cual si se trata de una tercera instancia.

[…] 

No logra acreditar el actor la arbitraria violación probatoria de la que se duele, reproche que exclusivamente tiene por fundamento su inconformidad por la interpretación que el tribunal le dio a las pruebas dentro de la acción de extinción de dominio de la cual conoció, que si bien se derivaron de la causa criminal que un juez especializado adelantó en su contra, mal puede pretender que sus consecuencias sean idénticas en un y otro evento, esto es, que la absolución declarada en el proceso penal a su favor, repercuta en similares términos en la acción real, como quiera que ésta “es distinta e independiente de cualquier otra de naturaleza penal que se haya iniciado simultáneamente, o de la que se haya desprendido, o en la que tuviera origen (…)” como bien se dijo en el referido estudio de constitucionalidad; ni tampoco ignoró las que obraban en la actuación, simplemente les dio un alcance y sentido diferentes al que en pro de sus intereses pretende darle el aquí accionante
. 

30. Sostiene que esta decisión fue confirmada por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. Asimismo, alega que la acción de tutela presentada por Stephanie Inés Sarria Montoya, en la cual se alegó el carácter de cosa juzgada de la resolución de 27 de enero de 2000 de la Fiscalía 11 (supra párr. 15), que el Tribunal Superior de Bogotá ordenó revocar en su decisión de 4 de diciembre de 2003, fue declarada improcedente por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, mediante sentencia de 19 de mayo 2004 con base en las siguientes consideraciones: 
La declaración de nulidad, así puede parecer polémica, no se verifica como abusiva y claramente lesiva del ordenamiento jurídico y de los derechos fundamentales de quien postula la censura. 

Esa determinación aparece debidamente motivada por el tribunal, y tiene fundamento en los artículos 13 – ordinal 11, 15 y 16 de la ley 793 de 2002, vigentes para el momento de adoptar la decisión – artículos 20 y 24 ejusdem. 

Dichas normas facultan al juez de primera o segunda instancia para ejercer el control de legalidad sobre toda la actuación, al punto que el primer artículo citado lo autoriza para decidir ‘sobre la extinción o no del dominio, incluida la improcedencia que dicte el fiscal sobre bienes distintos a los mencionados en este numeral – se refiere a bienes de terceros de buena fe- ‘.

Por su parte, el artículo 15 dispone que cualquier nulidad que aleguen las partes ‘será considerada en la resolución de procedencia e improcedencia, o en la sentencia de primera o segunda instancia’.

Y en este caso, por lo que se establece de la documentación aportada por el accionante, fue a petición de la Dirección Nacional de Estupefacientes, elevada antes de dictar la sentencia de primera instancia y que inexplicablemente no resolvió el juez de primer grado […] que el Tribunal adoptó la determinación aquí controvertida al encontrar configurada una de las causales de nulidad previstas en el artículo 16. 

Así las cosas, válidamente no se puede afirmar que el Tribunal carecía de competencia para decretar dicha nulidad o que se apartó del procedimiento establecido.

De allí que la Corte, sin otras consideraciones, negará por improcedente el amparo solicitado
. 

31. Finalmente, el Estado sostiene que los hechos descritos en la petición no caracterizan violaciones a los derechos humanos y que la petición es manifiestamente infundada por lo cual debe ser declarada inadmisible en virtud de lo establecido en el artículo 47 de la Convención.  
IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A.
Competencia ratione materiae, ratione personae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión 

32. La peticionaria se encuentra facultada, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales, respecto de quienes el Estado de Colombia se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Colombia es un Estado parte en la Convención desde el 31 de julio de 1973, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer de la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Colombia, Estado Parte en dicho tratado. 
33. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención. 
B.
Otros requisitos de admisibilidad de la petición
1.
Agotamiento de los recursos internos 

34. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la posibilidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional.
35. Al aplicar estos principios al presente caso, la Comisión observa que el Estado no ha planteado la excepción al agotamiento de los recursos internos y en su lugar, ha afirmado que las presuntas víctimas agotaron todos los recursos ordinarios y extraordinarios disponibles en el orden interno.  La Comisión nota asimismo que la presente petición se refiere concretamente a los hechos relacionados a la alegada violación al debido proceso y propiedad privada en virtud del proceso de extinción del derecho de dominio sobre los bienes de las presuntas víctimas y observa que las partes han coincidido en que el mecanismo disponible para denunciar las alegadas violaciones a derechos fundamentales en el orden interno, era la vía de la acción de tutela. 
36. En tal sentido, observa que en el presente caso se interpusieron dos acciones de tutela que fueron decididas por la Corte Suprema de Justicia en el año 2004 y que las mismas fueron excluidas para revisión por parte de la Corte Constitucional mediante autos de 27 de agosto y 15 de octubre de 2004.  Por ello, la CIDH concluye que la petición cumple con el requisito establecido en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana.
2.
Plazo para presentar una petición ante la Comisión 

37. La Convención establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva. En el reclamo bajo análisis, la petición fue recibida el 23 de febrero de 2005 y los autos de que declararon excluidas para revisión por parte de la Corte Constitucional el rechazo de las acciones de tutela fueron dictados el 27 de agosto y 15 de octubre de 2004, respectivamente. Por lo tanto, la petición fue presentada dentro del plazo de los seis meses establecido en el artículo 46.1.b) de la Convención Americana. 

3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada 

38. El expediente de la petición no contiene información que pudiera llevar a determinar que el presente asunto se hallase pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional o que haya sido previamente decidido por la Comisión Interamericana.  Por lo tanto, la CIDH concluye que no son aplicables las excepciones previstas en el artículo 46(1)(d) y en el artículo 47(d) de la Convención Americana.
4.
Caracterización de los hechos alegados 

39. Según ya ha manifestado la Comisión en otros casos, no corresponde en esta etapa del procedimiento establecer si se verifica o no una violación de la Convención Americana.  A los fines de la admisibilidad, la CIDH debe decidir simplemente si los alegatos exponen hechos que podrían caracterizar una violación a la Convención, según estipula su artículo 47.b, y si la petición es “manifiestamente infundada” o sea “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo. El estándar de apreciación de estos extremos es diferente del requerido para decidir sobre el fondo del reclamo. En la presente etapa la CIDH debe realizar una evaluación prima facie que no implica un juicio previo o el adelanto de una opinión sobre el fondo. 

40. En la presente petición se alega que con la decisión de la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá de 4 de diciembre de 2003, se vulneraron los derechos a la protección y garantías judiciales así como a la propiedad privada de las presuntas víctimas. De igual forma sostiene que esta decisión aplicó de forma retroactiva una disposición normativa que no estaba vigente para el momento en que el proceso de extinción fue iniciado, lo cual habría afectado el derecho a la defensa de las presuntas víctimas, especialmente porque bajo la aplicación de la Ley 333/96, la acción de extinción de dominio habría tenido un carácter de “complementariedad” en relación con el proceso penal, ya que en efecto su aplicación se derivó del proceso iniciado al señor Sarria Agredo en sede penal. No obstante, aduce que a la luz de lo establecido en la Ley 793 –que entró en vigencia en el año 2002- se “desconoció” dicha complementariedad y por lo tanto no se tomó en cuenta que se había excluido la responsabilidad penal del señor Sarria Agredo en la comisión del delito de enriquecimiento ilícito, cuestión que estaba directamente relacionada con la posibilidad de probar que sus bienes tuvieran un origen ilícito que diera lugar a la declaratoria de extinción del derecho de dominio. En ese sentido, alega que el Estado vulneró el derecho de presunción de inocencia de las presuntas víctimas, al revertir la carga de la prueba en el proceso, relevando a las autoridades nacionales del deber de probar dicho origen ilícito, lo que trajo como consecuencia una privación ilegítima del derecho de las presuntas víctimas al goce efectivo de sus bienes.  

41.  Asimismo, se alega que los recursos ejercidos a nivel interno no resultaron efectivos puesto que –aunque reconoce que se habría cumplido con la motivación de los mismos- la peticionaria considera que no serían compatibles con las obligaciones del Estado bajo la Convención Americana. En relación a la alegada violación del derecho de igualdad ante la ley, la peticionaria no presenta argumentos concretos respecto de la presunta vulneración del artículo 24 de la Convención. 

42. El Estado por su parte, alega la falta de caracterización de violaciones a la Convención en vista de que la peticionaria no habría logrado demostrar que las decisiones de las instancias judiciales internas, hayan sido decisiones “arbitrarias” en los términos de la Convención y de la jurisprudencia interamericana. En ese sentido, alega que todos los recursos disponibles en el orden interno que fueron agotados por las presuntas víctimas, fueron debidamente tramitados y surtieron decisiones motivadas a la luz del derecho vigente aplicable, por lo que no puede pretenderse que la Comisión sirva como “tribunal de alzada” para revisar las decisiones judiciales solamente porque no resultaron favorables a los intereses de las presuntas víctimas. 

43. La Comisión observa que el análisis de posible caracterización de violaciones a la Convención Americana por i) la alegada aplicación retroactiva de las normas que regulan la acción de extinción de dominio, y ii) la inversión de la carga de la prueba en dicha acción, se encuentra directamente relacionado con la naturaleza del proceso. De tratarse de un proceso de naturaleza sancionatoria, aplicarían en su plenitud las garantías de irretroactividad y presunción de inocencia. 

44. Si bien, en el presente caso, la CIDH ha tomado nota que la naturaleza de la acción se encontraría establecida en el ordenamiento jurídico colombiano, en principio, como no sancionatoria, conforme ha sido interpretada por la Corte Constitucional
; la Comisión considera que los alegatos expuestos en relación con los efectos sustantivos de un proceso que se derivó del enjuiciamiento penal iniciado al señor Sarria Agredo, y del que posteriormente fue absuelto, requieren de un análisis de fondo con miras a determinar la procedencia y aplicación de las garantías contenidas en los artículos 8.1, 9 y 25 de la Convención Americana para este tipo de procesos, teniendo en cuenta su naturaleza y el impacto que tendría sobre la vigencia efectiva del derecho contenido en el artículo 21 del referido instrumento.  Por lo tanto, la Comisión decide declarar admisibles dichos artículos a los efectos de analizar su posible violación en la etapa de fondo del presente asunto. 

45. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la Comisión exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la CIDH, aunque los peticionarios pueden hacerlo.  Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.  En el presente caso, la Comisión observa que los alegatos expuestos en relación con las disposiciones normativas aplicables para regular la acción de extinción de dominio, requiere de un análisis de fondo, dado que plantean cuestiones relacionadas con el alcance de la obligación contenida en el artículo 2 de la Convención Americana, en relación con los derechos contenidos en el mismo instrumento que la Comisión ha decidido requieren de un análisis en la etapa de fondo del presente asunto. 
46. Finalmente, la Comisión considera que la peticionaria no ha presentado elementos básicos que establezcan prima facie sus reclamos por una potencial violación al derecho de igual protección ante la ley, protegido por el artículo 24 de la Convención Americana. En consecuencia, la CIDH declara que esta alegación es inadmisible respecto de dichos alegatos, de conformidad con el artículo 47.b de la Convención Americana.  
V.
CONCLUSIONES
47. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por el peticionario sobre la presunta violación de los artículos 8, 9, 21 y 25 en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. Asimismo, concluye que corresponde declarar inadmisibles los reclamos respecto de la presunta violación del artículo 24 de la Convención Americana.
48. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
DECIDE:
1. Declarar admisible el presente caso respecto de los artículos 8, 9, 21 y 25, en conexión con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana.

2. Declarar inadmisible el presente caso con relación al artículo 24 de la Convención Americana. 

3. Notificar esta decisión al Estado colombiano y a la peticionaria.

4. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

5. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2 del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, no participó en el debate ni en la decisión de la presente petición.


� De acuerdo a la información contenida en el expediente, la señora Elizabeth Montoya había fallecido para el momento en que la petición fue presentada a la CIDH. 


� El 28 de junio de 2005, la peticionaria presentó una solicitud de medidas cautelares. Mediante comunicación de 1 de septiembre de 2005, la Comisión le informó que la misma no cumplía con los requisitos establecidos en el artículo 25 del Reglamento de la CIDH.


� Indica que en el proceso se había aportado como “prueba sobreviniente” la decisión del Juzgado Séptimo que absolvió al señor Sarria  en el proceso penal No. 26925.


� La peticionaria alega que la decisión de la Sala Penal del Tribunal Superior “desconoció” el criterio sostenido por el Juzgado de San Andrés para mantener su competencia y el contenido del artículo 20 de la Ley 793 relativo a los procesos que se encontraban en curso para la fecha de entrada en vigencia de dicha Ley. Además, cita el contenido de dicho artículo conforme al cual “los términos y recursos que hubieren empezado a correr se regirán por la Ley vigente al tiempo de su iniciación, en todo lo demás se aplica esta Ley”. 


� La peticionaria agrega que en el año 2007 fueron presentadas otras dos acciones de tutela en las cuales se denunciaron violaciones al debido proceso, pero que las mismas fueron declaradas improcedentes por la Sala de Casación Penal y la Sala de Casación Civil mediante autos de 6 de febrero y 20 de marzo de 2007, respectivamente.


� Decisión de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia. 25 de marzo de 2004. Citada en Nota DDH.GOI. No. 71404/3367 del Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia de 31 de diciembre de 2009, pág. 29.


� Decisión de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia. 19 de mayo de 2004. Citada en Nota DDH.GOI. No. 71404/3367 del Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia de 31 de diciembre de 2009, pág. 31.


� En palabras del referido Tribunal es: 


“[…] una acción autónoma e independiente tanto del ius puniendi del Estado como del derecho civil.  Lo primero, porque no es una pena que se impone por la comisión de una conducta punible sino que procede independientemente del juicio de culpabilidad de que sea susceptible el afectado. Y lo segundo, porque es una acción que no está motivada por intereses patrimoniales sino por intereses superiores del Estado.  […]”


Corte Constitucional. Sentencia C-740 -que declaró la constitucionalidad de la Ley 793- de 28 de agosto de 2003.
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